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Diario Oficial de la Federación. 
 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
El pasado 12 de noviembre, se publica el 
Decreto por el que otorga un diferimiento del 
momento de la acumulación de los intereses 
que se obtengan en las operaciones de 
intercambio (swap) cuyo subyacente sea la 
Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio a 
plazo de 28 días, que se conviertan en otras 
operaciones de intercambio (swap) cuyo 
subyacente sea la Tasa de Interés 
Interbancaria de Equilibrio a plazo de un día 
hábil bancario (TIIE de Fondeo), con el fin de 
que se consideren dichas operaciones como 
una sola operación financiera derivada 
integrada y tengan los efectos fiscales 
correspondientes. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi

go=5742965&fecha=12/11/2024#gsc.tab=0 
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Tesis relevantes Poder Judicial Federal 
 

Registro digital: 2029499 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Laboral 

Tesis: 2a./J. 104/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

AGUINALDO SIN DEDUCCIÓN IMPOSITIVA ALGUNA. EL ARTÍCULO 54, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA LEY PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE 
JALISCO Y SUS MUNICIPIOS, NO VIOLA LA PROHIBICIÓN DE EXENCIÓN O 
CONDONACIÓN DE IMPUESTOS, LA OBLIGACIÓN DE CONTRIBUIR AL GASTO 
PÚBLICO, NI LA FACULTAD DEL CONGRESO DE LA UNIÓN DE IMPONER 
CONTRIBUCIONES. 

 

Hechos: Un Ayuntamiento Constitucional del Estado de Jalisco reclamó la 
inconstitucionalidad del precepto citado, que prevé que las personas trabajadoras al servicio 
de esa entidad federativa y de sus Municipios recibirán su aguinaldo sin deducción 
impositiva alguna. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que el artículo 54, segundo párrafo, de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de 
Jalisco y sus Municipios, no viola la prohibición de exención o condonación de impuestos, 
la obligación de contribuir al gasto público, ni la facultad del Congreso de la Unión de 
imponer contribuciones. 

 

Justificación: De los artículos 28, primer párrafo, 31, fracción IV y 73, fracciones VII y XXIX, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los precedentes 
de esta Sala, se concluye que debe diferenciarse entre la prerrogativa laboral consistente 
en que las personas trabajadoras al servicio del Estado de Jalisco y de sus Municipios 
reciban su aguinaldo sin deducción impositiva alguna, que fue establecida en la norma 
impugnada por el Congreso Local, y las obligaciones fiscales de todos los patrones del país, 
consistente en enterar al Servicio de Administración Tributaria el impuesto sobre la renta 
causado por sus trabajadores, incluidos los entes públicos que tienen ese carácter y cuyas 
relaciones se rigen por el apartado B del artículo 123 constitucional. La obligación 
constitucional de contribuir al gasto público recae en la persona trabajadora, y la patronal 
debe retener el impuesto aludido y enterarlo a la autoridad fiscal, sin que ello implique que 
el legislador local, en uso de su libertad de configuración, no pueda otorgar beneficios a las 
personas servidoras públicas, por lo que debe entenderse que del impuesto sobre la renta 
se encargará la entidad empleadora. 
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SEGUNDA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 5668/2023. Ayuntamiento Constitucional de Tonalá, Jalisco. 10 
de abril de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Edith Guadalupe Esquivel Adame. 

 

Tesis de jurisprudencia 104/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de seis de noviembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día 
hábil siguiente, 19 de noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del 
Acuerdo General Plenario 1/2021 
 

 

Registro digital: 2029506 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: VI.1o.T.16 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. LOS BENEFICIARIOS DEL EXTINTO TRABAJADOR NO 
ESTÁN EXENTOS DE SATISFECERLA CUANDO RECLAMAN PRESTACIONES E 
INDEMNIZACIONES A QUIEN FUERA PATRÓN DE ÉSTE. 

 

Hechos: La esposa e hija de un trabajador fallecido, sin agotar la instancia prejudicial 
promovieron declaración de beneficiarios y la acción de pago de las prestaciones derivadas 
de la relación de trabajo contra el patrón de éste. El Juez laboral resolvió que no agotaron 
la conciliación previa, ordenó remitir los autos a la instancia correspondiente y archivar el 
asunto como concluido. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en los supuestos donde 
en una sola demanda se reclama la designación de beneficiarios y el pago de prestaciones 
laborales que pudieran derivar de la muerte del trabajador o de la relación laboral, debe 
agotarse la conciliación prejudicial. 

 

Justificación: Tratándose de los reclamos de designación de beneficiarios y pago de 
indemnizaciones y prestaciones derivados de la relación laboral del trabajador fallecido con 
quien fuera su patrón, contenidos en una misma demanda, se está en presencia de un 
reclamo mixto, lo que hace procedente su trámite en la vía ordinaria para garantizar los 
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principios de economía procesal, igualdad y debida defensa de las partes, particularidad 
que obliga a agotar la conciliación previa que contempla el nuevo modelo de justicia laboral 
vigente a partir de la reforma a la Ley Federal del Trabajo publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 1 de mayo de 2019. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 774/2022. María del Pilar Islas Sánchez y otra. 31 de mayo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Mendoza Montes. Secretario: Salvador Morales 
Moreno. 

 

Registro digital: 2029510 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: XVII.2o.C.T.4 L  (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

CRÉDITOS OTORGADOS POR EL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA 
VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES (INFONAVIT). PARA LA LIBERACIÓN DEL 
ADEUDO Y CANCELACIÓN DE LA GARANTÍA HIPOTECARIA, LA INCAPACIDAD 
PARCIAL PERMANENTE, CUANDO SEA DEL 50 % O MÁS, O DEFINITIVA, PUEDE 
DICTAMINARSE POR ALGÚN INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL DIVERSO AL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS). 

 

Hechos: Una persona demandó del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores (Infonavit), la liberación del adeudo y cancelación de la hipoteca que pesaba 
sobre el inmueble objeto del contrato de crédito correspondiente, derivado de su estado de 
incapacidad, para lo cual exhibió un dictamen de invalidez emitido por su entidad 
aseguradora, diversa al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). La Jueza de Distrito 
del Tribunal Laboral, previo requerimiento, desechó la demanda porque el actor no presentó 
la constancia de otorgamiento o negativa de pensión expedida por el IMSS, documento que 
consideró necesario para la procedencia de la acción ejercida. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que para la liberación del 
adeudo y cancelación de la garantía hipotecaria tratándose de créditos otorgados por el 
Infonavit, la incapacidad parcial permanente, cuando sea del 50 % o más, o definitiva, puede 
dictaminarse por algún instituto de seguridad social diverso al IMSS.  

 

Justificación: El artículo 51, quinto párrafo, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores debe interpretarse a la luz de los principios constitucionales 
y sociales previstos en los artículos 1o., 4o. y 123 de la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos y 11, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, porque así se maximiza el derecho de las personas a acceder a una 
vivienda digna, como mandato de optimización, y la obligación del Estado de garantizarlo a 
partir de la adopción de medidas adecuadas, aunado a que es armónico y coherente con el 
sistema de derechos y obligaciones respecto del otorgamiento de créditos previstos por 
dicha ley, en tanto que el acceso al seguro que libere al trabajador de los adeudos no puede 
quedar supeditado a un dictamen de invalidez específico, porque la falta de afiliación al 
IMSS por parte del trabajador no implica la pérdida de sus derechos y prerrogativas 
relacionados con la vivienda. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 1111/2023. Manuel Ricardo Robles López. 20 de junio de 2024. Unanimidad 
de votos. Ponente: Ignacio Cuenca Zamora. Secretario: Ricardo Iván Tello Aguirre.  

 

Amparo directo 1148/2023. Rita Mariela Carrera Arredondo. 20 de junio de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ignacio Cuenca Zamora. Secretario: Pedro Antonio 
Camacho Sánchez. 

 

Registro digital: 2029544 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: I.8o.C.20 C (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

TASAS DE INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS. PARA DETERMINAR SI SON 
DESPROPORCIONADAS O USURARIAS CUANDO LA OBLIGACIÓN DE PAGO SE 
HIZO EN MONEDA EXTRANJERA, DEBEN TOMARSE COMO REFERENCIA LAS 
VIGENTES EN EL PAÍS CORRESPONDIENTE DURANTE LA VIGENCIA DEL ADEUDO. 

 

Hechos: En un juicio ejecutivo mercantil derivado de un pagaré pactado en dólares, moneda 
de curso legal de los Estados Unidos de América, se fijó una tasa ordinaria mensual del 2 
% y una moratoria del 1 % mensual. Al resolver se consideró que los intereses eran legales, 
al compararlos con la tasa referencial en la República Mexicana en la época de vida del 
adeudo. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que para determinar si las 
tasas de intereses ordinarios y moratorios pactadas en una obligación de pago en moneda 
extranjera son desproporcionadas o usurarias, deben tomarse como referencia las vigentes 
en el país correspondiente durante la vigencia del adeudo. 
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Justificación: Para definir si la tasa de interés pactada en moneda extranjera es legal o 
usuraria, no pueden tomarse como referencia las tasas de interés en la República 
Mexicana, sino que debe atenderse a las vigentes en el país donde es moneda de curso 
legal durante el lapso de la obligación, a fin de que al conocer el dato objetivo pueda 
determinarse si son desproporcionadas o abusivas, independientemente de que el pago 
pueda hacerse en moneda nacional, pues la posibilidad de esta conversión no cambia el 
hecho de que la moneda pactada es originalmente la extranjera. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 199/2024. Luis Conrado Cerda González. 17 de abril de 2024. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Alfredo Lugo Pérez. 

 

Registro digital: 2029503 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/29 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

BLOQUEO DE CUENTAS BANCARIAS. PARA CUMPLIR CON LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 46/2018 (10a.) ES NECESARIA UNA PETICIÓN EXPRESA DE LA AUTORIDAD 
EXTRANJERA A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA SECRETARÍA DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar cómo se satisface el requisito relativo a la existencia de una 
petición expresa de la autoridad extranjera a que se refiere la jurisprudencia citada. Mientras 
que uno decidió que basta una petición de apoyo para proceder al aseguramiento de las 
cuentas bancarias, el otro sostuvo que era necesaria una petición expresa. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-
Norte, con residencia en la Ciudad de México, determina que sí es necesaria una petición 
expresa de la autoridad extranjera para tener por satisfecho el requisito a que se refiere la 
jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, entendida como la comunicación que dirija a la Unidad de Inteligencia 
Financiera (UIF) de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en la cual manifieste su 
interés de lograr el aseguramiento de cuentas bancarias y solicite su cooperación. 

 

Justificación: De acuerdo con la doctrina jurisprudencial del Máximo Tribunal sobre el 



7 
 

aseguramiento de cuentas bancarias por parte de la Unidad de Inteligencia Financiera de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los principios de asistencia mutua y de 
cooperación internacional que rigen los compromisos internacionales del Estado mexicano 
asumidos en términos de las convenciones celebradas en materia de lavado de dinero y 
otras conductas ilícitas, y los postulados que regulan a las relaciones diplomáticas 
construidas sobre el principio de igualdad entre los Estados Parte, se concluye que la noción 
de petición expresa a que se refiere la citada jurisprudencia debe entenderse en el contexto 
de las comunicaciones diplomáticas, es decir, que para tener por satisfecho el requisito 
aludido basta que en la comunicación respectiva la autoridad extranjera, con fundamento 
en las convenciones celebradas en materia de lavado de dinero y otras conductas ilícitas, 
exprese su intención de manera clara, explícita, directa y específica, de que la UIF adopte 
las medidas de aseguramiento solicitadas, con el fin de lograr los objetivos acordados por 
los Estados Parte, lo cual excluye los supuestos en que sea necesario indagar sobre la 
intención de la autoridad solicitante. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-
NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 223/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Quinto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
La Paz, Baja California Sur (actualmente Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto 
Circuito), en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito. 23 de mayo de 2024. Tres votos de las Magistradas Silvia Cerón 
Fernández y Adriana Leticia Campuzano Gallegos y del Magistrado Alejandro Villagómez 
Gordillo. Ponente: Magistrada Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretaria: Tania 
Alvarez Escorza.  

 

Criterios contendientes:  

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 249/2022, y el diverso 
sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo en revisión 
681/2021 (cuaderno auxiliar 339/2022).  

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), de rubro: “ACTOS, OPERACIONES 
O SERVICIOS BANCARIOS. SU BLOQUEO ES CONSTITUCIONAL CUANDO SE 
REALIZA PARA CUMPLIR COMPROMISOS INTERNACIONALES (INTERPRETACIÓN 
CONFORME DEL ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO).” citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de mayo de 
2018 a las 10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 54, Tomo II, mayo de 2018, página 1270, con número de registro digital: 
2016903. 
 
 
Registro digital: 2029517 
Instancia: Plenos Regionales 
Undécima Época 
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Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PR.A.C.CS. J/8 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
EMBARGO PRACTICADO EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
EJECUCIÓN. EL AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE AMPARO NO ES 
LA ACTUACIÓN PROCESAL OPORTUNA PARA DETERMINAR SI SU RECLAMO 
ACTUALIZA DE FORMA MANIFIESTA E INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA 
RELATIVA A QUE NO CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA NI ES DE 
IMPOSIBLE REPARACIÓN. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar, a partir de la jurisprudencia 2a./J. 17/98, si se actualiza de forma 
manifiesta e indudable la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, 
en relación con el diverso 107, fracción III, incisos a) y b), de la Ley de Amparo (este último, 
aplicado a contrario sensu), cuando se reclama la diligencia de embargo practicada en un 
procedimiento administrativo de ejecución. Mientras que uno consideró que se requiere de 
un análisis profundo y, por tanto, el auto inicial de trámite de la demanda de amparo no 
constituye la actuación procesal oportuna para tenerla por demostrada; los otros estimaron 
que sí se configura, por lo que confirmaron el desechamiento de plano de la demanda. 
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-
Sur, con residencia en la Ciudad de México, determina que el auto inicial de trámite de la 
demanda de amparo indirecto no es la actuación procesal oportuna para determinar si se 
actualiza de forma manifiesta e indudable la causal de improcedencia relativa a que la 
diligencia de embargo practicada en un procedimiento administrativo de ejecución 
reclamada, no constituye la resolución definitiva ni es de imposible reparación. 
 
Justificación: La actualización de la citada causal de improcedencia no se agota con la 
delimitación de si el acto reclamado corresponde a la resolución definitiva, sino que requiere 
además, el examen de la violación alegada, el acto reclamado y la trascendencia o 
implicaciones de éste, a efecto de esclarecer fehacientemente si el reclamo del embargo 
en un procedimiento administrativo de ejecución puede encuadrar en alguno de los 
supuestos de procedencia del amparo, por la afectación que pudiera generar a la parte 
quejosa, ante una posible vulneración a un derecho sustantivo. Aspectos que la 
jurisprudencia 2a./J. 17/98 no aborda y cuyo análisis no es propio del auto inicial de trámite, 
ya que en términos del artículo 113 de la Ley de Amparo, la causa de improcedencia para 
desechar una demanda debe ser manifiesta e indudable. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-
SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 
 
Contradicción de criterios 53/2024. Entre los sustentados por el Segundo, el Tercer y el 
Sexto Tribunales Colegiados, en Materia Administrativa, todos del Tercer Circuito. 12 de 
junio de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado y María Amparo 
Hernández Chong Cuy, quien formuló voto concurrente, y del Magistrado Arturo Iturbe 
Rivas. Ponente: Magistrada Rosa Elena González Tirado. Secretaria: María Eugenia 
Martínez Carrillo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 440/2022; el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 378/2022; y el diverso 
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sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver la queja 316/2022. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 17/98, de rubro: "EJECUCIÓN, PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE. EL AMPARO CONTRA RESOLUCIONES DICTADAS EN AQUÉL 
SÓLO PROCEDE CUANDO SE RECLAMA LA DEFINITIVA, A PESAR DE QUE SE 
IMPUGNE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES." citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, abril de 1998, 
página 187, con número de registro digital: 196530. 
 

Registro digital: 2029521 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/41 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO A CASAS DE EMPEÑO. LOS ARTÍCULOS 69 T, 69 T BIS, 69 T TER Y 69 T 
QUÁTER DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS QUE 
LO REGULAN, VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar los preceptos referidos, que gravan el producto de la venta al 
público en general de los bienes dados en prenda, no recuperados por el deudor prendario. 
Mientras que uno sostuvo que los ingresos entran al patrimonio de la casa de empeño al 
momento de la enajenación y, por tanto, el tributo recae sobre una auténtica manifestación 
de riqueza; el otro consideró que una parte se aplica al pago del mutuo y sus accesorios y 
el remanente queda a disposición del deudor prendario, por lo que no ingresan al patrimonio 
de la casa de empeño, lo que hace desproporcional la contribución. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-
Norte, con residencia en la Ciudad de México, determina que los artículos 69 T, 69 T Bis, 
69 T Ter y 69 T Quáter del Código Financiero del Estado de México y Municipios, que 
regulan el impuesto a casas de empeño, violan el principio de proporcionalidad tributaria. 

 

Justificación: Las normas referidas regulan un impuesto directo dirigido a las casas de 
empeño que se determina aplicando la tasa del 5 % (cinco por ciento) a la diferencia entre 
el monto del avalúo que sirve de base para el otorgamiento del crédito prendario y el monto 
de la enajenación al público en general del bien dado en prenda. 

El incumplimiento del mutuo por parte del deudor prendario no implica que el bien pignorado 
ingrese al patrimonio de la casa de empeño, sino que la habilita para venderlo en nombre 
de aquél, aplicar el producto al pago de las obligaciones pactadas y, si queda un remanente, 
ponerlo a su disposición. 

El producto de venta es primero para el deudor prendario y luego, de manera concomitante 



10 
 

a su aplicación, lo que ingresa al patrimonio de la casa de empeño es el equivalente al 
monto del préstamo y sus accesorios. La contribución no respeta el principio de 
proporcionalidad tributaria previsto por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, 
pues su objeto y su base –los ingresos netos por la venta y la diferencia entre el monto del 
avalúo y el precio de la enajenación, respectivamente– no guardan correspondencia con la 
capacidad contributiva del sujeto obligado. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-
NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 298/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados 
Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 27 de junio de 
2024. Tres votos de las Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos y del Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Adriana 
Leticia Campuzano Gallegos. Secretaria: Anaid López Vergara. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 519/2022, y el diverso sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 744/2022. 

 

Registro digital: 2029522 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/30 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. EL ARTÍCULO NOVENO DE LA LEY DE INGRESOS DEL 
ESTADO DE CHIHUAHUA PARA EL EJERCICIO FISCAL 2020, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al decidir si el mencionado precepto, que exenta del pago del impuesto sobre 
nóminas al Estado de Chihuahua, a sus Municipios, a sus organismos descentralizados y 
demás entidades paraestatales y entes de derecho público con autonomía derivada de la 
Constitución Estatal, viola el principio de equidad tributaria. Mientras que uno consideró que 
sí lo viola, porque la exención que prevé es en beneficio exclusivo de un grupo de causantes 
y sin que exista una justificación objetiva al efecto; el otro determinó lo contrario, porque la 
medida se encuentra plenamente justificada. 
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Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-
Norte, con residencia en la Ciudad de México, determina que el artículo noveno de la Ley 
de Ingresos del Estado de Chihuahua para el ejercicio fiscal 2020, no viola el principio de 
equidad tributaria. 

 

Justificación: De acuerdo con la doctrina jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sobre los subsidios y exenciones fiscales en relación con el principio de equidad 
tributaria y el impuesto sobre nóminas, además, considerando los motivos del legislador 
para mantener la exención del pago de tal gravamen en favor de los entes públicos, así 
como la interpretación de las disposiciones legales que rigen este tributo, se colige que el 
trato diferenciado se encuentra justificado porque los entes públicos estatales a los que se 
exenta del pago del impuesto sobre nóminas reciben recursos públicos, y tal condición tiene 
incidencia directa en costos operativos y en su disponibilidad para el cumplimiento de los 
cometidos estatales, por lo cual se trata de sujetos situados en una posición distinta de la 
de los demás de carácter privado obligados a su pago. 

El legislador tiene libertad de configuración para elegir, dentro del ámbito de sus facultades, 
cuáles son las medidas de disciplina presupuestaria y de política fiscal convenientes a los 
intereses del Estado, considerando las consecuencias de la exención y su impacto en el 
monto de la recaudación. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-
NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 202/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados 
Primero y Segundo, ambos del Décimo Séptimo Circuito. 16 de mayo de 2024. Tres votos 
de las Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano Gallegos y del 
Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos. Secretaria: Tania Alvarez Escorza.  

 

Tesis y/o criterios contendientes:  

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 125/2021, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver los amparos en revisión 63/2021 y 143/2021. 

 

Registro digital: 2029524 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/37 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES INNECESARIO AGOTARLO 
PREVIAMENTE AL AMPARO INDIRECTO CUANDO SE ADUCE UN INTERÉS JURÍDICO 
[APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 19/2020 (10a.)]. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar si para efectos de tener por actualizada la causa de 
improcedencia del juicio de amparo prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de 
Amparo, conforme a las tesis de jurisprudencia 2a./J. 27/2016 (10a.) y P./J. 19/2020 (10a.) 
debe considerarse que el juicio regido por la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo exige mayores requisitos para conceder la suspensión solicitada por 
personas con interés jurídico que los previstos en la ley de la materia. Mientras uno 
determinó que no, el otro consideró que sí. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-
Norte, con residencia en la Ciudad de México, determina que las personas que promueven 
como titulares de interés jurídico no deben agotar el juicio contencioso administrativo federal 
previamente al amparo, porque la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo exige mayores requisitos que los previstos en la Ley de Amparo para el 
otorgamiento de la suspensión definitiva. 

 

Justificación: De los artículos 107, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, su evolución legislativa y su 
interpretación jurisprudencial, así como de la tesis de jurisprudencia P./J. 19/2020 (10a.), 
se concluye que la premisa en la cual se sustentaba la tesis jurisprudencial 2a./J. 27/2016 
(10a.) ha quedado superada por el criterio del Tribunal Pleno y que el artículo 28 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, cuando en su fracción III, inciso c), 
establece que la procedencia de la suspensión está condicionada a que sean de difícil 
reparación los daños o perjuicios que puedan causarse con la ejecución del acto 
impugnado, exige mayores requisitos que los previstos en la Ley de Amparo para el 
otorgamiento de la suspensión definitiva, por lo cual se actualiza una excepción al principio 
de definitividad. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-
NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 253/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados 
Séptimo y Vigésimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 23 de mayo de 
2024. Tres votos de las Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos y del Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Adriana 
Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: Óscar Jaime Carrillo Maciel. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver las 
quejas 18/2023, 5/2023, 48/2023, 427/2022 y 137/2023, las cuales dieron origen a la tesis 
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de jurisprudencia I.7o.A. J/1 A (11a.), de rubro: "EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD. ES INNECESARIO AGOTAR EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL PREVIAMENTE A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO, AL EXIGIR LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO MAYORES REQUISITOS PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN QUE 
LOS PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 11 de agosto de 2023 a las 10:19 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 28, Tomo IV, agosto de 2023, 
página 4185, con número de registro digital: 2026981, y 

 

El Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 215/2023, el cual dio origen a la tesis aislada I.20o.A.16 A (11a.), de 
rubro: "PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO EXIGE MAYORES REQUISITOS PARA 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS, QUE LOS PREVISTOS 
EN LA LEY DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 32, Tomo IV, diciembre de 2023, página 4146, con 
número de registro digital: 2027821. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 19/2020 (10a.), de rubro: "SUSPENSIÓN A PETICIÓN 
DE PARTE. LA ACREDITACIÓN DE DAÑOS Y/O PERJUICIOS DE DIFÍCIL REPARACIÓN 
CON MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO RECLAMADO NO ES UN REQUISITO 
PARA QUE SE OTORGUE CUANDO EL QUEJOSO ALEGA TENER INTERÉS 
JURÍDICO." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
8 de enero de 2021 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 82, Tomo I, enero de 2021, página 9, con número de 
registro digital: 2022619. 

 

La tesis de jurisprudencia 2a./J. 27/2016 (10a.), de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES NECESARIO AGOTARLO PREVIAMENTE A ACUDIR 
AL JUICIO DE AMPARO, PORQUE LOS ALCANCES QUE SE DAN A LA SUSPENSIÓN 
DEL ACTO RECLAMADO CONFORME A LA LEY DE AMPARO, EN ESENCIA, SON 
IGUALES A LOS QUE SE OTORGAN CONFORME A LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO." citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, Tomo II, 
marzo de 2016, página 1194, con número de registro digital: 2011289. 

 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas. 


